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RESUMEN EJECUTIVO 

DOCUMENTO DE POSICIONAMIENTO DE LA PLATAFORMA DESC EN 
RELACIÓN CON LA CIRCULAR 1/2020 DE LA ABOGACÍA DEL 

ESTADO, TRASLADO DE NOTA SOBRE “LA NATURALEZA JURÍDICA 

DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS COMITÉS 
ENCARGADOS DEL SEGUIMIENTO DE LOS TRATADOS DE 

DERECHOS HUMANOS DE LAS NACIONES UNIDAS” de 22 de 
octubre de 2020 

 

Introducción: 

 

El presente documento aborda, desde una perspectiva jurídica, una respuesta 

a la Circular 1/2020 de la Abogacía del Estado sobre la naturaleza jurídica de 

las resoluciones de los órganos de tratados de derechos humanos de Naciones 

Unidas. El uso, por parte de la ciudadanía, de las quejas individuales ante los 

Comités, ha generado un debate a distintos niveles en el que queremos 

participar. Desde la Plataforma DESC, espacio de la sociedad civil (entidades 

sociales, organizaciones de Derechos Humanos, organizaciones de 

cooperación al desarrollo, medio ambientales, de discapacidad, sindicatos…), 

trabajamos para el seguimiento y cumplimiento de los derechos económicos, 

sociales y culturales en España siguiendo los estándares del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos. Desde la amplia experiencia y 

conocimientos en materia de derechos humanos, hemos elaborado este 

documento de posicionamiento que recoge ejemplos y jurisprudencia en 

dicho campo.  

En el documento se plantea un nuevo paradigma de los derechos humanos, 

se recorren las obligaciones en la materia y cómo se recogen dichas 

obligaciones en nuestro ordenamiento jurídico. También se analizan las 

funciones y la legitimidad de los Comités de Tratados de Derechos Humanos 

de Naciones Unidas, para a continuación abordar la naturaleza jurídica de sus 

resoluciones, así como de las obligaciones de cumplimiento que tienen los 

Estados. En este punto, consideramos los derechos a la debida reparación y 

a la no repetición, y los principios de no-discriminación, de progresividad y 

de respetar, proteger y realizar los derechos humanos; esenciales para 

afrontar la debida dimensión de la vinculatoriedad. 

Además, el documento examina las distintas resoluciones de los Comités de 

Naciones Unidas, como son los informes periódicos y las quejas individuales, 

y en especial la distinción y el alcance de las recomendaciones individuales, 

las recomendaciones generales y las medidas provisionales o cautelares.  

La Plataforma DESC culmina este profundo análisis con la enumeración de su 

posicionamiento y sus correlativas propuestas normativas y de políticas 

públicas en los ámbitos legislativo, ejecutivo y judicial. 
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Posicionamiento de la Plataforma DESC España: 

Ante: 

- Los incumplimientos de obligaciones de derechos humanos por 

parte del Estado español, puestos de manifiesto por órganos de 

tratado de derechos humanos de Naciones Unidas, tanto en sus 

observaciones finales periódicas, como en las conclusiones o 

comunicaciones a España como resultado de los mecanismos de quejas 

individuales;  

 

- La falta de adopción de medidas adecuadas por parte del Estado 

español, dirigidas al cumplimiento a las mencionadas observaciones 

finales y las comunicaciones individuales; así como la falta de un 

mecanismo interno adecuado y eficaz que permita el debido 

cumplimiento de las conclusiones y recomendaciones de los órganos 

de tratado; 

 

- Las consideraciones de la Abogacía del Estado en su circular 

1/2020, en el sentido de atribuir únicamente una función 

interpretativa a las resoluciones de los órganos de tratados de 

derechos humanos; para justificar su no vinculatoriedad y la 

posibilidad del Estado de no dar cumplimiento a estas resoluciones, 

poniendo así en cuestión la legitimidad y fuerza vinculante del derecho 

internacional de los derechos humanos; 

 

La Plataforma DESC considera:  

 

- Que los tratados de derechos humanos reconocen derechos de las 

personas y obligaciones para los Estados –que han de ser 

supervisadas- con validez en el orden internacional y nacional. 

 

- Que la interpretación de los derechos fundamentales de 

acuerdo con los tratados internacionales de derechos humanos 

es una obligación de resultado que vincula tanto al legislador 

como a los tribunales. Esta interpretación no comprende solo el 

texto de los tratados y protocolos, sino también las decisiones de los 

órganos de supervisión de aquellos. 

 

- Que la consideración de la naturaleza no jurisdiccional de los 

órganos de tratados de derechos humanos de Naciones Unidas, 

no equivale a su falta de legitimidad. Al contrario, su legitimidad 

para el cumplimiento de sus competencias ha sido reconocida por los 
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Estados a partir de la firma y ratificación de los tratados, que los 

conforman como comités no solo para la interpretación de los mismos 

sino, además, para supervisar y garantizar su debido cumplimiento.  

 

- Que los Estados están obligados a cumplir con sus obligaciones 

jurídicas internacionales y que, en cumplimiento de los 

principios de buena fe y de pacta sunt servanda, todo tratado en 

vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. 

 

- Que las obligaciones de derechos humanos incluyen tanto 

obligaciones mínimas, de carácter inmediato, como 

obligaciones progresivas, a cumplir en un plazo razonable de 

tiempo, así como obligaciones de carácter general. Entre las 

obligaciones inmediatas se incluyen la prohibición de discriminación y 

la protección de grupos vulnerables. Además, los Estados tienen la 

obligación de adoptar medidas con la finalidad de mejorar 

continuamente en el disfrute de los derechos; así como la obligación 

de abstenerse de adoptar medidas perjudiciales o regresivas de forma 

deliberada. 

 

- Que, en virtud del procedimiento de informes periódicos previsto en 

nueve Tratados internacionales de derechos humanos, de los cuales 

ocho han sido firmados y ratificados por España, los Estados están 

obligados a argumentar sobre la manera en que se ejercitan los 

derechos en el ámbito interno, indicando todas las medidas que se 

hayan adoptado. 

 

- Que las observaciones finales del órgano de tratado, que incluyen las 

medidas que deberán adoptar los Estados en base a las obligaciones 

suscritas de cada tratado, tienen una finalidad preventiva de 

repetición de futuras violaciones y, al mismo tiempo, promotora 

del cumplimiento de los tratados. 

 

- Que los mecanismos de quejas individuales se configuran como 

mecanismos de denuncia de vulneración de un derecho humano 

reconocido en un tratado determinado. En las conclusiones o 

comunicaciones de los órganos de tratado a los Estados, como 

resultado de los mecanismos de quejas individuales, se incluyen tanto 

recomendaciones individuales, dirigidas a reparar el daño sufrido a la 

víctima, como generales, que van más allá de la resolución del caso 

concreto, en cumplimiento de las garantías de no repetición, y 

de prevenir violaciones similares en el futuro. 
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- Que los Estados, en este sentido, han de prestar un recurso y 

una remediación efectivos a la víctima de la violación de un 

derecho humano, como se deriva del Derecho Internacional el cual 

reconoce un deber de reparación de las víctimas, que incluye el 

derecho a una reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido, 

el derecho a una compensación justa y equitativa; y la no repetición, 

como herramienta para prevenir la recurrencia de incidentes que 

generen violaciones de derechos humanos. 

 

- Que el objetivo de las medidas cautelares o provisionales es 

impedir que tenga lugar un daño irreparable, por lo que cabe 

esperar un cumplimiento por parte del Estado en base al 

principio de buena fe y pacta sunt servanda. En todo caso será 

necesario proceder a la motivación ante el Comité de la denegación de 

la aplicación inmediata de la medida cautelar solicitada. 

 

- Por todo ello, en la línea del pronunciamiento del Tribunal Supremo en 

su sentencia 1263/2018, de 17 de julio, en el caso González Carreño, 

así como de numerosas consideraciones doctrinales en el mismo 

sentido, consideramos que los pronunciamientos de los órganos 

de los tratados son vinculantes, son de obligado cumplimiento 

y tienen eficacia (directa o indirecta) para los Estados parte de 

los mismos. 

 

Propuestas de implementación del derecho internacional de los 

Derechos Humanos en nuestro derecho positivo 

A.- Medidas de carácter urgente y transitorio: propuestas para la 

Abogacía del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado 

(Ministerio de Justicia)   

La referida Circular 1/2020 de la Abogacía del Estado – Dirección del 

Servicio Jurídico del Estado, sobre “la naturaleza jurídica de las 

resoluciones dictadas por los Comités encargados del seguimiento de 

los tratados de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas” debería 

ser modificada para adecuarla al Derecho internacional de los derechos 

humanos, incorporando, para tal fin, la propuesta de elaboración de 

protocolos especiales: 

 Para la tramitación de la solicitud de medidas cautelares por 

parte de los comités (seguimiento, fundamentación y notificación), 

estableciendo mecanismos de coordinación y comunicación con los 

órganos judiciales concernidos en cada uno de los casos. 
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 Para la implementación de los dictámenes (decisiones finales ante 

quejas individuales) de los comités, contemplando mecanismos de 

comunicación directa con el Consejo de Ministros, en los que se le 

comunique de los dictámenes dictados contra España y se les inste a: 

o La reparación efectiva de las víctimas, con aplicación de 

las medidas individuales que se contengan en los 

dictámenes, lo que incluye tanto la indemnización de perjuicio 

como las otras medidas que se contemplen. 

o Adoptar garantías de no repetición, con aplicación de las 

medidas generales estipuladas en los dictámenes para 

impedir que violaciones de derechos humanos similares se 

repitan.  

 

B.- Medidas legislativas: propuestas para el Gobierno y los grupos 

parlamentarios con representación en las Cortes Generales.  

 Modificación de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de 

Tratados y otros Acuerdos Internacionales, con incorporación de 

un nuevo Título, “De los tratados internacionales de derechos 

humanos” en los que se contemplen garantías para dar cumplimiento 

a las obligaciones derivadas de los tratados internaciones del sistema 

de Naciones Unidas suscritos por España, así como al artículo 10.2 de 

la Constitución. En dicho título se hará mención al papel del Comité de 

Seguimiento al que hacemos referencia más abajo. 

 Modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 

o Introducción del artículo 10 de la Constitución Española dentro 

del artículo 7 en referencia a la vinculación también de los 

tratados de derechos humanos a los jueces y tribunales como 

ya estipula el artículo para los derechos y libertades reconocidos 

en el Capítulo Segundo del Título I de la Constitución. 

o Referencia a los dictámenes de los órganos de los tratados de 

Derechos Humanos de Naciones Unidas en el artículo 5 bis), 

siempre que se cumplan los requerimientos ya de por sí 

exigentes de pertinencia y persistencia. 

 

C.- Medidas políticas: propuestas para el Ministerio de la Presidencia, 

Memoria Democrática y Relaciones con las Cortes 
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 Impulsar la aprobación del II Plan de Derechos Humanos, con 

participación de las administraciones competentes, personas expertas 

y académicas, y organizaciones de la sociedad civil, en el que se 

contenga una relación de todas las medidas instadas por los 

mecanismos de protección de derechos humanos del sistema de 

Naciones Unidas y de una hoja de ruta para impulsar su aplicación.  

 

 Establecimiento de un Comité de Seguimiento de las Resoluciones 

de los Órganos Internacionales de Derechos Humanos, 

tomando como referencia el modelo colombiano de la Ley 288 de 

19961 “Por medio de la cual se establecen instrumentos para la 

indemnización de perjuicio a las víctimas de violaciones de derechos 

humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos 

internacionales de Derechos Humanos”, siendo un Comité específico el 

que hace dicho seguimiento y control). 

 

Dicho Comité debería depender directamente del Ministerio de la 

Presidencia, Memoria Democrática y Relaciones con las Cortes y tener 

composición interministerial y asegurar la participación de las 

Comunidades Autónomas y velar por el cumplimiento de las 

resoluciones de los Comités de tratado, tanto las observaciones finales 

de los informes periódicos, como de las medidas cautelares y 

dictámenes emitidos ante quejas individuales. 

 

Para asegurar la correcta implementación de las decisiones ante quejas 

individuales, este Comité: 

 

o Establecerá canales de comunicación con los juzgados y 

tribunales en los casos que estén pendientes de resolución 

judicial en España para informar de la aplicación de las medidas 

cautelares interesadas por los Comités. 

o Emitirá resoluciones vinculantes dirigidas a las distintas 

administraciones competentes, en todos los niveles de la 

administración, para cumplir con los distintos aspectos del 

dictamen, tanto las medidas individuales, como las medidas 

generales. 

 

Mayo 2021 
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